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I. TEXTOS LEGISLATIVOS.

Proyectos de Ley (P.L.).

P.L 27-I

PROYECTO DE LEY del Voluntariado en Castilla
y León.

APERTURA del plazo de presentación de
enmiendas hasta las 14:00 horas del día 12
de mayo de 2006.

II. PROPOSICIONES NO DE LEY (P.N.L.).

P.N.L. 966-I

PROPOSICIÓN NO DE LEY presentada por los
Procuradores D. Carlos Martínez Mínguez
y Dña. Mónica Lafuente Ureta, instando a
la Junta de Castilla y León a consensuar
con todos los agentes sociales de Soria,
colectivos ecologistas y partidos políticos
el enclave más adecuado para ubicar la

Ciudad del Medio Ambiente en la
provincia de Soria, para su tramitación ante
la Comisión de Medio Ambiente y Desa-
rrollo Sostenible.

P.N.L. 967-I

PROPOSICIÓN NO DE LEY presentada por los
Procuradores Dña. Mónica Lafuente Ureta
y D. Manuel Fuentes López, instando a la
Junta de Castilla y León a que abra entre
las líneas de ayuda a la agricultura y
ganadería una línea específica para la
ganadería ecológica, para su tramitación
ante la Comisión de Agricultura y
Ganadería.

P.N.L. 968-I

PROPOSICIÓN NO DE LEY presentada por los
Procuradores D. José María Casado
Salgado, D. Manuel Fuentes López y
Dña. Mercedes Martín Juárez, instando a la
Junta de Castilla y León al establecimiento
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de convenios de colaboración con las
Corporaciones Locales de las zonas donde
se desarrollan las campañas agrícolas de
temporada, para la habilitación de aloja-
mientos y el incremento de los servicios
necesarios para la atención de esos traba-
jadores y sus familias, para su tramitación
ante la Comisión de Presidencia, Gobierno
Interior y Administración Territorial.

P.N.L. 969-I

PROPOSICIÓN NO DE LEY presentada por los
Procuradores D. José Miguel Sánchez
Estévez, D. Emilio Melero Marcos,
Dña. Ana María Muñoz de la Peña
González y Dña. María Elena Diego Caste-
llanos, instando a la Junta de Castilla y
León a que a través del Observatorio
Regional de la Sociedad de la Información
elabore un análisis relativo a la industria
del software en Castilla y León y su contri-
bución al desarrollo del sector de las
nuevas tecnologías de la información y
telecomunicaciones, para su tramitación
ante la Comisión de Transportes e Infraes-
tructuras.

P.N.L. 970-I

PROPOSICIÓN NO DE LEY presentada por los
Procuradores Dña. María Begoña Núñez
Díez, D. Francisco Ramos Antón y D. José
María Crespo Lorenzo, instando a la Junta
de Castilla y León a dotar a los Centros de
Salud de Aguilar de Campoo, Guardo y
Cervera de Pisuerga (Palencia) del material
necesario para la realización de los
controles ecográficos a las mujeres emba-
razadas de la zona, así como la compen-
sación económica a las mismas por los
desplazamientos efectuados a la capital con
motivo de dichos controles, para su trami-
tación ante la Comisión de Sanidad.

P.N.L. 971-I

PROPOSICIÓN NO DE LEY presentada por los
Procuradores Dña. Ana Sánchez
Hernández, D. Felipe Lubián Lubián y
D. Manuel Fuentes López, instando a la
Junta de Castilla y León a la resolución del
expediente relativo a la residencia de
Valdeperdices, de acuerdo con el Ayunta-
miento de San Pedro de la Nave-Almenda
(Zamora), para su tramitación ante la
Comisión de Familia e Igualdad de Opor-
tunidades.

P.N.L. 972-I

PROPOSICIÓN NO DE LEY presentada por el
Grupo Parlamentario Socialista, instando a
la Junta de Castilla y León a la puesta en
marcha durante el año 2006 de una
campaña de prevención e información
específica sobre los trastornos del compor-
tamiento alimentario, así como la creación
de una red de recursos para el seguimiento

y tratamiento ambulatorio de los mismos
en todas las áreas de salud de la
Comunidad Autónoma, para su tramitación
ante el Pleno.

III. ACUERDOS Y COMUNICACIONES.

Acuerdos.

ACUERDO de la Mesa de las Cortes de Castilla y
León por el que se aprueba la propuesta de
creación de una Comisión No Permanente
para el Estudio de la Reforma del Estatuto
de Autonomía, presentada por los Grupos
Parlamentarios Popular y Socialista.

IV. INTERPELACIONES, MOCIONES,
PREGUNTAS Y CONTESTACIONES.

Interpelaciones (I.).

I. 147-I

INTERPELACIÓN formulada a la Junta de Castilla
y León por el Grupo Parlamentario
Socialista, relativa a política general de la
Junta de Castilla y León en materia de
inmigración.

Preguntas con respuesta Oral ante la
Comisión (P.O.C.).

P.O.C. 941-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante la Comisión
de Cultura y Turismo formulada a la Junta
de Castilla y León por los Procuradores
D. José Miguel Sánchez Estévez y Dña. Ana
María Muñoz de la Peña González, relativa
a qué opina la Junta de las cifras y
porcentajes referidos a nuestra Comunidad
Autónoma incluidos en el Anuario de Esta-
dísticas Culturales 2005 y en la Encuesta
de Hábitos y Prácticas Culturales 2002-
2003 recientemente publicados por el
Ministerio de Cultura y Deporte.

P.O.C. 942-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante la Comisión
de Cultura y Turismo formulada a la Junta
de Castilla y León por los Procuradores
Dña. Ana María Muñoz de la Peña
González, D. Emilio Melero Marcos,
Dña. María Elena Diego Castellanos y
D. José Miguel Sánchez Estévez, relativa a
qué razones han llevado a la Junta a
paralizar la ejecución del Plan Director
para la restauración de la muralla de
Miranda del Castañar.

P.O.C. 943-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante la Comisión
de Cultura y Turismo formulada a la Junta
de Castilla y León por los Procuradores
Dña. Ana María Muñoz de la Peña Gonzá-
lez, D. Emilio Melero Marcos, Dña. María
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Elena Diego Castellanos y D. José Miguel
Sánchez Estévez, relativa a derribo en la
madrugada del pasado día 8 de febrero de
una chimenea integrante del conjunto fabril
textil conocido como Patricio Hernández
Agero en Béjar.

P.O.C. 944-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante la Comisión
de Presidencia, Gobierno Interior y Admi-
nistración Territorial formulada a la Junta
de Castilla y León por los Procuradores
D. Fernando Benito Muñoz y D. Francisco
Ramos Antón, relativa a cuál es la valo-
ración que hace la Junta del sistema y del
método de regulación de la política de
personal referido a los funcionarios muni-

cipales propugnado por los organizadores
de una reunión que se celebrará el día 30
de marzo en Burgos y a la que asistirán las
Diputaciones y Ayuntamientos de más de
15.000 habitantes de Castilla y León.

P.O.C. 945-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante la Comisión
de Sanidad formulada a la Junta de Castilla
y León por los Procuradores Dña. María
Begoña Núñez Díez, D. Francisco Ramos
Antón y D. José María Crespo Lorenzo,
relativa a la no realización de los controles
ecográficos en los Centros de Salud de la
Zona Norte de Palencia, así como la falta
de equipos adecuados en dichos Centros.
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I. TEXTOS LEGISLATIVOS.

Proyectos de Ley (P.L.).

P.L. 27-I

PRESIDENCIA

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, en su
reunión de 31 de marzo de 2006, ha conocido el
Proyecto de Ley del Voluntariado en Castilla y León,
P.L. 27-I, y ha ordenado su publicación, el traslado a la
Comisión de Familia e Igualdad de Oportunidades y la
apertura de un plazo de presentación de enmiendas que
finalizará a las 14:00 horas del día 12 de mayo de 2006.

Con esta misma fecha se remite al Presidente de la
Comisión de Familia e Igualdad de Oportunidades.

En ejecución de dicho Acuerdo se ordena su publi-
cación en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y
León de conformidad con el artículo 64 del Reglamento.

Castillo de Fuensaldaña, a 31 de marzo de 2006.

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: José Manuel Fernández Santiago

P.L. 27-I

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 109
del Reglamento de las Cortes de Castilla y León, adjunto
remito a V.E. "Proyecto de Ley del Voluntariado en
Castilla y León", así como Certificación del Acuerdo del
Consejo de Gobierno de la Junta de Castilla y León en su
reunión del día 23 de marzo de 2006, por el que se
aprueba el citado Proyecto.

Asimismo por ser de interés para la tramitación del
Proyecto de Ley, se adjuntan:

1) Memoria de la Gerencia de Servicios Sociales.

2) Informe de legalidad de los Servicios Jurídicos de la
Junta de Castilla y León.

3) Informe Previo del Consejo Económico y Social de
la Comunidad de Cestilla y León.

4) Dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y
León.

Valladolid, a 24 de marzo de 2006.

LA VICEPRESIDENTA PRIMERA

Fdo.: María Jesús Ruiz Ruiz

ALFONSO FERNÁNDEZ MAÑUECO,
CONSEJERO DE PRESIDENCIA Y ADMI-
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NISTRACIÓN TERRITORIAL Y SECRETARIO DEL
CONSEJO DE GOBIERNO DE LA JUNTA DE
CASTILLA Y LEÓN

CERTIFICO: Que en el Acta del Consejo de
Gobierno de la Junta de Castilla y León, celebrada el día
veintitrés de marzo de dos mil seis, figura la aprobación
de un Acuerdo, a propuesta de la Consejera de Familia e
Igualdad de Oportunidades, cuyo contenido es del tenor
literal siguiente:

"Aprobar el Proyecto de Ley del Voluntariado en
Castilla y León.

Y su remisión a las Cortes de Castilla y León para su
tramitación correspondiente".

Y para que conste y surta los efectos oportunos firmo
la presente en Valladolid, a veintitrés de marzo de dos
mil seis.

PROYECTO DE LEY DEL VOLUNTARIADO
EN CASTILLA Y LEÓN

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

El voluntariado, como expresión de compromiso
solidario en pro del interés general y del bienestar comu-
nitario, resulta hoy manifestación inequívoca de la
asunción por los ciudadanos de responsabilidades parti-
cipadas, objetivos compartidos y actuaciones conflu-
yentes con las administraciones e instituciones en las que
hasta hace relativamente poco tiempo se residenciaba en
exclusiva la tarea de satisfacer aquel interés y de
procurar dicho bienestar.

La acción voluntaria, nacida de la concienciación de
las personas como individuos y como miembros de una
sociedad, supone la más clara actuación de principios
éticos y de valores como los de libertad, altruismo,
convivencia, participación, solidaridad y justicia.

El movimiento voluntario, de larga tradición en la
historia de la humanidad, ha alcanzado en los años
recientes dimensión y trascendencia incuestionables. La
creciente implicación de los ciudadanos, reclamando y
representando un papel cada vez más activo; el cambio
de la primitiva orientación asistencial, progresivamente
sustituida por la promoción de la justicia y la cohesión
social; la superación de la acción centrada en la defensa
y atención de los más desfavorecidos, y una apertura
cada vez mayor a la mejora del bienestar social y la
calidad de vida en todos los órdenes y ámbitos de
actividad; la creciente importancia de las acciones plan-
teadas desde la libre iniciativa, la autonomía y la inde-
pendencia; la progresiva eficacia de las actuaciones,
impulsadas desde la organización y la coordinación; el
dinamismo transformador de la acción comprometida; o
el reconocimiento que, por todo ello, ha recibido tanto a

nivel internacional, como nacional, son pruebas de su
significado y valor.

II

El artículo 8.2 del Estatuto de Autonomía de Castilla
y León establece, en iguales términos que los contenidos
en el artículo 9.2 de la Constitución Española, que
corresponde a los poderes públicos de esta Comunidad
promover las condiciones para que la libertad e igualdad
del individuo y de los grupos en que se integra sean
reales y efectivas, remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos
los castellanos y leoneses en la vida política, económica,
cultural y social.

Conscientes los poderes públicos de la Comunidad de
Castilla y León de la necesidad y relevancia de la partici-
pación de la sociedad y de sus miembros en las actua-
ciones dirigidas a la satisfacción del interés general -
participación, además, demandada por la propia sociedad
y por los ciudadanos-, y considerando el voluntariado
como una manifestación fundamental de contribución
activa, que constituye auténtica expresión de solidaridad,
impulsaron su primera regulación mediante el Decreto
12/1995, de 19 de enero.

Transcurrido un tiempo suficiente, y atendidos el
extraordinario desarrollo de estas actividades y el notable
incremento en el número de personas, instituciones y
entidades que participan en ellas, así como la diversifi-
cación de estas entidades, resulta oportuno incorporar la
ordenación de este movimiento cívico al ordenamiento
jurídico a través de una norma del máximo rango que,
dictada en ejercicio de la potestad legislativa que
corresponde a la Comunidad de Castilla y León en el
ejercicio de las competencias que ostenta en esta materia,
contribuya a su promoción y desarrollo, asegure su
máxima eficacia desde el fomento de la acción orga-
nizada y el impulso de una adecuada colaboración,
complementariedad y coordinación entre los diferentes
actores intervinientes y garantice, al tiempo, la libertad,
independencia y autonomía de los ciudadanos para
expresar su compromiso de solidaridad.

III

La necesidad de integrar voluntades y aunar
esfuerzos, indiscutible en este ámbito, reclama la formu-
lación de un marco general que establezca los principios
generales y las líneas esenciales que han de orientar la
participación voluntaria, que determine y oriente sus
actividades desde la consideración del interés general,
que fije los derechos y obligaciones básicos de quienes la
organizan, la desarrollan o la reciben como destinatarios,
y que prevea las necesarias acciones para su fomento y
apoyo, para la ordenación planificada y para la coordi-
nación de actuaciones y recursos, y establezca la
oportuna distribución de competencias.
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En consecuencia y en primer término, la presente ley
persigue reforzar la garantía de efectividad en relación
con el derecho de todo ciudadano a participar acti-
vamente, desde el compromiso voluntario y altruista, en
la consecución del bienestar común y de la justicia
social, garantizar su libertad, promover e impulsar la
acción voluntaria, disponer los medios y recursos que
complementen toda iniciativa autónoma, apoyar estas
manifestaciones solidarias, y procurar la calidad y
eficacia que deben reclamarse de toda acción voluntaria
desde la consideración de los fines a los que debe servir.

En segundo lugar, la ordenación que esta norma
viene a establecer, se pretende completa y acomodada a
la realidad actual. Desde este planteamiento, la presente
ley contempla las actividades de voluntariado a la vez
desde la exacta delimitación de los elementos y condi-
ciones que en esencia la califican y distinguen, y desde la
consideración abierta de sus contenidos, susceptibles de
abarcar hoy la práctica totalidad de las manifestaciones
de la actividad humana y de los medios disponibles para
desarrollarla. El voluntariado, en los inicios de este siglo
XXI, se ha extendido y diversificado en un gran abanico
de programas y proyectos que alcanzan los más diversos
ámbitos y sectores; la aportación solidaria se lleva hoy a
cabo mediante formas de expresión y participación cada
vez más plurales; y en cuanto a las entidades que lo desa-
rrollan e impulsan, se ha producido la incorporación de
instituciones y empresas, cuya participación ha ido
adquiriendo una importancia creciente y ha supuesto la
superación de la idea que identificaba el voluntariado
con organizaciones sin fin de lucro. Igualmente, las
administraciones públicas han pasado a asumir, progresi-
vamente, la condición de verdaderas entidades titulares
de actividades de voluntariado, ampliando de esta
manera su tradicional papel de promotoras. A todo ello
responde también la presente norma.

IV

En los nueve capítulos en que se estructura esta ley se
articulan las disposiciones y medidas en relación con
todas y cada una de las cuestiones arriba aludidas, con
previsiones particulares que pueden entenderse de
particular relevancia.

Tal sucede con la precisa acotación de lo que ha de
entenderse por actividad voluntaria, lo que se efectúa
mediante el establecimiento de las condiciones que son
exigibles para su consideración como tal, lo que viene a
diferenciarla de otras manifestaciones de participación o
de expresión solidaria que, en consecuencia, quedan
fuera del ámbito de aplicación de esta norma. Los
elementos de participación organizada a través de
entidades, actividades de interés general o desarrollo
mediante programas y proyectos, y los componentes de
voluntariedad y libertad, altruismo y desinterés, entre
otros, configuran con nitidez un concepto que resulta
además delimitado desde la determinación de los fines a

que ha de responder y de los principios en que debe
fundamentarse.

La ley contempla los muy diferentes campos de
acción en los que puede intervenir el voluntariado,
establece los diferentes tipos y modalidades de acti-
vidades que puede comprender, y concede una particular
importancia a la planificación de actuaciones, que con el
carácter de general, constituye el primer instrumento
para asegurar la complementariedad, la coordinación y la
efectividad.

A partir de la preocupación por fijar el régimen
jurídico de esta actividad y el estatuto que corresponde a
quienes en ella intervienen, se determinan las obliga-
ciones, responsabilidades y deberes que corresponden a
las entidades y voluntarios, y se regulan desde una
concepción de mínimos las relaciones entre ellos, al
objeto de asegurar siempre la totalidad de los derechos
que mutuamente les corresponden y de garantizar, desde
una consideración preferente, la efectividad de aquellos
otros de que son titulares los destinatarios de la acción
voluntaria.

Una atención particular merece la formación de los
voluntarios, que ha de integrar acciones de información,
de formación en sentido estricto, y de asesoramiento y
asistencia permanentes mientras desarrollen su actividad.
El aseguramiento de unos contenidos básicos en esta
preparación y la posibilidad de la complementariedad
con otros específicos, facilitarán un desempeño de los
cometidos asumidos con eficacia, seguridad y calidad.

Conforme con las nuevas manifestaciones de la
actividad voluntaria, se amplía la responsabilidad y la
contribución de las administraciones públicas en este
ámbito, atribuyéndolas además de las funciones de
promoción, coordinación, financiación, seguimiento y
evaluación, las de planificación específica y ejecución
directa de acciones.

El sistema de registro de entidades, hasta ahora
disperso por la existencia de una pluralidad de ellos -de
titularidad regional, provincial y municipal- que asumían
idénticas funciones, da paso al establecimiento de un
registro único que, sin embargo, respeta la coexistencia
con los que puedan crearse en áreas concretas o terri-
torios determinados, previéndose en éste caso la
necesaria coordinación entre ellos.

La ley reafirma la importancia de las estructuras de
participación, consolidándose la existencia e importancia
del Consejo Regional del Voluntariado de Castilla y
León como máximo órgano con funciones de asesora-
miento y consulta. Y se concede una particular atención
y relevancia a las cuestiones de coordinación, a las que
dicho Consejo contribuye, encomendándose a la Junta de
Castilla y León la disposición de los instrumentos que
faciliten el establecimiento de las políticas generales en
esta materia, contribuyendo así a la máxima integración,
complementariedad y eficacia de las actuaciones que se
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aborden desde los distintos ámbitos y sectores de la
actividad encomendada a los diferentes departamentos
de la Administración de la Comunidad.

Las disposiciones relativas a las actuaciones de
fomento e impulso, y a las de incentivo y apoyo a la
actividad voluntaria (centradas éstas en el objetivo
exclusivo de facilitar el desarrollo de dicha actividad y
alejadas de finalidades de retribución o compensación,
extrañas siempre al compromiso altruista) contienen
previsiones específicas para procurar la promoción,
expansión y racionalización de la participación solidaria.

Y finalmente, la distribución de competencias
responde al reconocimiento de una responsabilidad
compartida y complementaria, desde sus respectivos
ámbitos, por parte de la Administración de la Comunidad
de Castilla y León y de las Entidades Locales, lo que no
es sino una manifestación más del principio de inte-
gralidad y confluencia de esfuerzos que se encuentra en
la base de la acción voluntaria en su más actual
concepción.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la ley.

La presente ley tiene por objeto promover, fomentar
y ordenar la participación solidaria de los ciudadanos en
las actividades organizadas de voluntariado y regular las
relaciones que, con respecto a dichas actividades, puedan
establecerse entre los voluntarios, las entidades de volun-
tariado, los destinatarios de la acción voluntaria y las
administraciones públicas de Castilla y León.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

La presente ley será de aplicación a las actividades de
voluntariado realizadas en el territorio de la Comunidad
de Castilla y León o que impliquen desarrollo o partici-
pación en programas o proyectos concretos de interés
general en el ámbito de competencias de dicha
Comunidad, con independencia de la titularidad de las
entidades que en su caso las lleven a cabo y del lugar
donde radique su sede o domicilio social.

Artículo 3. Concepto de voluntariado.

1. A los efectos de la presente norma, se entiende por
voluntariado la participación social organizada de
personas físicas en el desarrollo de actividades de interés
general a través de las entidades de voluntariado a las
que se refiere el Capítulo IV de esta ley, siempre que
reúna las siguientes condiciones:

a) Que tenga un carácter solidario, altruista y
responsable.

b) Que se lleve a cabo de forma voluntaria y libre, sin
que tenga causa en una obligación personal o deber
jurídico.

c) Que se ejecute fuera del ámbito de una relación
laboral, profesional, funcionarial, mercantil o de
cualquier otro tipo de relación retribuida.

d) Que se efectúe desinteresadamente, sin ningún tipo
de contraprestación económica, sin perjuicio, en su caso,
de los incentivos que legalmente puedan establecerse,
con el único objeto de facilitar el desarrollo de la
actividad voluntaria, y del reembolso de los gastos que
esta actividad realizada pudiera ocasionar.

e) Que se lleve a efecto en función de programas o
proyectos concretos, ya sean éstos promovidos por las
administraciones públicas de Castilla y León o por
cualesquiera otras de las entidades de voluntariado
reguladas en la presente ley.

2. No tendrán la consideración de voluntariado, a
efectos de la presente Ley, las actividades que sean
realizadas de forma espontánea, las que atiendan a
razones familiares, de amistad o de buena vecindad, las
consideradas como prácticas, aprendizaje o experiencia
profesional, y las que sean prestadas al margen de las
entidades de voluntariado reguladas en la presente ley.

Tampoco tendrán la consideración de voluntariado
las actividades promovidas por cualquier entidad para la
consecución de beneficio económico o intereses propios,
así como las que constituyan ejercicio de funciones
directivas o gerenciales en las entidades de voluntariado,
salvo cuando quienes las lleven a cabo conserven la
condición de voluntarios y las desarrollen en tal
concepto sin percibir remuneración o contraprestación
por ello.

3. La actividad de voluntariado no podrá, en ningún
caso, sustituir a las prestaciones a que estén obligadas las
administraciones públicas u otras entidades, al trabajo
remunerado o a la prestación de servicios profesionales
retribuidos.

Artículo 4. Fines generales del voluntariado.

El voluntariado tendrá como fines generales:

a) Promover la defensa y respeto de los derechos e
intereses de las personas.

b) Contribuir a la igualdad en el ejercicio de dichos
derechos y a la eliminación de cualquier tipo de discrimi-
nación, violencia, exclusión o marginación que la obsta-
culicen.

c) Favorecer la mejora de la calidad de vida, en todos
los órdenes, de individuos y grupos.

d) Fomentar los valores éticos, sociales y culturales
que contribuyan a la construcción de una sociedad más
solidaria, justa y participativa.
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e) Impulsar los procesos comunitarios y el fortaleci-
miento de las redes sociales.

Artículo 5. Principios rectores.

El voluntariado en Castilla y León se fundamenta en
los siguientes principios rectores:

a) La libertad como opción personal de compromiso
social.

b) La solidaridad con otras personas o grupos
mediante acciones en favor de los demás o de intereses
sociales colectivos.

c) La participación altruista y responsable de los
ciudadanos en actividades de interés general, como
principio democrático de intervención directa y activa en
las necesidades y responsabilidades de la comunidad.

d) El respeto a la dignidad y a las ideas, creencias y
costumbres de cuantas personas participen en la acción
voluntaria o la reciban como destinatarios.

e) La gratuidad del servicio que presta, excluyéndose
la búsqueda o aprovechamiento de beneficio material
alguno.

f) La colaboración y complementariedad entre la
acción voluntaria y la actividad obligada de las adminis-
traciones públicas.

g) El favorecimiento en lo posible de la realización
de las actividades de voluntariado desde la proximidad a
los destinatarios, a sus necesidades y a su entorno
mediante el fomento de la asunción y desarrollo por las
entidades locales de competencias en esta materia.

h) La sensibilización social sobre la acción voluntaria
y la promoción, fomento y reconocimiento de ésta.

i) El compromiso de quienes intervienen en la acción
voluntaria para asegurar su mantenimiento en el tiempo
acordado, la calidad de los servicios y actuaciones, y la
evaluación de resultados.

j) En general, todos aquellos principios que inspiran
la convivencia en una sociedad democrática, justa,
solidaria, comprometida, participativa, tolerante y plural.

CAPÍTULO II

De la acción voluntaria

Artículo 6. La acción voluntaria y las actividades de
interés general.

1. La acción voluntaria constituye la expresión del
compromiso solidario de los voluntarios y las entidades
de voluntariado en favor de la sociedad en su conjunto, o
de personas o grupos, mediante la participación directa y
activa en actividades de interés general que redunden en
beneficio de la comunidad o sirvan a la defensa de los

derechos, a la satisfacción de las necesidades o a la
mejora de las condiciones de vida de sus miembros.

2. A los efectos de la presente ley se consideran acti-
vidades de interés general las de acción social y servicios
sociales, sanitarias, de defensa de los derechos humanos,
educativas, de cooperación al desarrollo, culturales, de
defensa del patrimonio histórico y artístico, científicas,
de emergencias y protección civil, de protección de los
consumidores y usuarios, deportivas, de ocio y tiempo
libre, de defensa y protección del medio ambiente, de
promoción del mundo rural, de defensa de la economía o
de la investigación, de desarrollo de la vida asociativa,
de fomento del voluntariado y cualesquiera otras de
análoga naturaleza que, ajustándose a lo dispuesto en la
presente ley, puedan contribuir a la consecución de los
fines contemplados en el artículo 4.

Artículo 7. Tipos de actividades.

La acción voluntaria podrá llevarse a cabo mediante
alguna de las siguientes actividades:

a) Las de detección, conocimiento y evaluación de
las necesidades sociales existentes o previsibles.

b) Las de promoción y defensa de derechos indivi-
duales y colectivos.

c) Las de información y sensibilización social en
torno a las necesidades y derechos mencionados en las
letras anteriores, y sobre las medidas y actuaciones
precisas para asegurar su cobertura y ejercicio.

d) Las de divulgación y educación sobre valores de
solidaridad, respeto, tolerancia y cooperación.

e) Las de fomento de la iniciativa social y el
asociacionismo para canalizar la participación ciudadana
solidaria.

f) Las de intervención directa o de colaboración,
complementarias a la acción de las diferentes instancias
y profesionales respectivamente competentes, en la
prevención y resolución de problemas o en la satis-
facción de necesidades en las diferentes áreas de
actividad de interés general contempladas en el artículo
6.2 de la presente ley.

g) Cualesquiera otras que, con ajuste a los principios
y normas establecidos en la presente ley, sirvan a la
consecución de los fines que la misma contempla.

Artículo 8. Planificación de actividades.

1. Con el fin de conseguir la mayor eficacia en la
acción, las actividades de voluntariado se ordenarán
mediante la planificación regional, de carácter general, y
la planificación específica.

2. La planificación regional, de periodicidad
cuatrienal, contendrá:
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a) El análisis de necesidades.

b) Las líneas de actuación preferente.

c) La coordinación general de las políticas públicas
en esta materia.

d) Las actuaciones a llevar a cabo conjuntamente por
las administraciones de la Comunidad de Castilla y León
y las demás entidades de voluntariado.

e) Las acciones para la sensibilización social y el
fomento del voluntariado.

f) Las medidas para instrumentar la colaboración
entre todas las instancias y agentes.

g) Los sistemas de seguimiento de las actividades
planificadas y de evaluación de resultados.

3. La planificación específica estará constituida por
los planes que, en el marco y en desarrollo de la planifi-
cación regional, puedan aprobar los distintos departa-
mentos de la Administración de la Comunidad o las
Entidades Locales competentes en esta materia para
ordenar y concretar las acciones de voluntariado en el
sector de actividad y ámbito territorial que, respecti-
vamente, les corresponda.

Artículo 9. Programas y proyectos.

1. Todas las actividades de voluntariado habrán de
organizarse en programas o proyectos.

2. Son programas o proyectos de voluntariado los
específicamente elaborados y gestionados por las
entidades de voluntariado para articular la acción
voluntaria en relación con las actividades de interés
general contempladas en el artículo 6.2 de la presente
ley.

3. Todo programa o proyecto de voluntariado
expresará su denominación, la identificación de su
responsable, el sector de actividad de interés general al
que se refiera, los fines y objetivos que proponga, el
ámbito territorial que abarque, la duración prevista para
su ejecución, la descripción de las actividades que
comprenda, así como el número de voluntarios consi-
derado y la cualificación o formación que se entienda
exigible para ellos según los cometidos, los medios y
recursos precisos para llevarlo a cabo, y los mecanismos
de control, seguimiento y evaluación.

4. Todos los programas y proyectos de voluntariado
serán objeto de un adecuado seguimiento y evaluación
por la entidad que los promueva.

Artículo 10. Atención en la planificación y progra-
mación a las distintas modalidades de actuación.

Al objeto de procurar la mayor participación, la
máxima eficiencia y la diversificación en la acción
voluntaria, la planificación y programación de acti-

vidades contemplará el fomento, implantación, inte-
gración o apoyo de toda modalidad de actuación que
sirva a los fines de esta ley.

A estos efectos se contemplarán particularmente el
voluntariado multisectorial que incida simultáneamente
en varias de las actividades de interés general contem-
pladas en el artículo 6.2, la actividad voluntaria desa-
rrollada mediante el empleo de las nuevas tecnologías, el
voluntariado corporativo promovido por las empresas
entre sus trabajadores, el voluntariado familiar en el que
participan conjuntamente los distintos miembros de la
familia, las actividades de estudio e investigación en esta
materia, el voluntariado intergeneracional y cualesquiera
otras modalidades de actuación que puedan facilitar la
expresión y canalización del compromiso solidario.

CAPÍTULO III

De los voluntarios y su estatuto

Artículo 11. Concepto de voluntario.

1. A los efectos de esta ley, tendrá la consideración
de voluntario la persona física que, en virtud de su
decisión personal libre y altruista, participe en cualquier
actividad de voluntariado a través de una entidad de
voluntariado y en las condiciones que establece el
artículo 3.

2. Los menores de edad no emancipados podrán
participar en programas o proyectos de voluntariado
específicamente adaptados a sus circunstancias
personales, previa autorización expresa de sus represen-
tantes legales y con respeto en todo caso a la voluntad u
opinión que aquellos puedan expresar conforme a su
edad y madurez.

Artículo 12. Derechos de los voluntarios.

Los voluntarios tienen los siguientes derechos:

a) A ser orientados e informados, tanto inicial como
permanentemente, sobre las actividades de voluntariado
en que pueda participar, sobre la adecuación de las
mismas a sus aptitudes y condiciones, y sobre los fines,
estructura, organización y funcionamiento de las
entidades en las que se integren.

Los voluntarios participantes en actividades de
cooperación al desarrollo, deberán ser informados
además sobre las condiciones especiales en que haya de
llevarse a cabo su actuación, sobre la legislación del país
en el que deba desarrollarse y sobre los derechos y
deberes que puedan corresponderles en virtud de lo que
dispongan los acuerdos internacionales suscritos por
España.

b) A recibir de la entidad en la que se integren la
formación, el asesoramiento y apoyo técnico, y los
medios materiales que requiera el ejercicio de las acti-
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vidades y cometidos que se les asignen.

c) A ser tratados sin ningún tipo de discriminación,
respetando su libertad, dignidad, intimidad y creencias.

d) A participar activamente en la entidad en la que se
integren, colaborando en la elaboración, diseño,
ejecución y evaluación de los programas en los que
participen.

e) A acordar libremente con la entidad en la que se
integren el contenido y condiciones de su actividad
voluntaria, el ámbito de actuación, la definición de los
cometidos, el tiempo de dedicación, el lugar de
desempeño y las responsabilidades a asumir, así como
los cambios que en relación con dichos aspectos puedan
posteriormente justificarse, sin que en ningún caso
puedan ser asignados a la ejecución de tareas ajenas a los
fines y naturaleza de los programas o proyectos en que
participen.

f) A desempeñar sus cometidos sin interferencias que
excedan de la colaboración comprometida.

g) A desarrollar la actividad voluntaria en las condi-
ciones de seguridad y salud que su naturaleza y caracte-
rísticas reclamen.

h) A disponer de la acreditación identificativa de su
condición de voluntario a que se refiere el artículo 21 de
la presente ley.

i) A ser asegurados contra los riesgos de accidente y
enfermedad, así como por daños y perjuicios causados a
terceros, derivados directamente de su actividad
voluntaria.

j) A ser reembolsados o compensados, salvo
renuncia, por los gastos realizados en el desempeño de
sus actividades como voluntario en los términos
previamente acordados con la entidad en la que se
integre.

k) A obtener certificación de la actividad voluntaria
desarrollada en la que se expresen, al menos, su natu-
raleza y las fechas en que haya tenido lugar.

l) A renunciar libremente, previo aviso, a su
condición de voluntarios.

m) A recibir el respeto y el reconocimiento por su
contribución social, y acceder a los incentivos y apoyos
que la normativa pueda prever para facilitar el desarrollo
de la actividad voluntaria.

n) Cualesquiera otros reconocidos en la presente Ley
y en el resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 13. Deberes de los voluntarios.

Los voluntarios están obligados a:

a) Cumplir los compromisos adquiridos con la
entidad en la que se integren, respetando los fines y la
normativa de ésta.

b) Realizar su actividad voluntaria de conformidad
con las normas y principios establecidos en la presente
ley, y colaborar con la entidad en la que participe y con
el resto de voluntarios en la consecución de la mayor
eficacia y calidad.

c) Seguir las instrucciones que, adecuadas a los fines
de las actividades y cometidos asignados, les sean
impartidas para su desempeño, someterse a la super-
visión de los responsables del programa y observar las
medidas de seguridad e higiene que se adopten.

d) Guardar la debida confidencialidad sobre la infor-
mación recibida y conocida en el desarrollo de su
actividad voluntaria.

e) Rechazar cualquier contraprestación material que
pudieran recibir por la actividad voluntaria desarrollada.

f) Respetar los derechos de los destinatarios de su
actividad voluntaria y de los demás voluntarios con los
que colaboren.

g) Actuar de forma diligente, coordinada, responsable
y solidaria en el desarrollo de la actividad voluntaria.

h) Participar en las actividades formativas que se
entiendan necesarias para un desempeño adecuado de las
concretas actividades y cometidos asignados.

i) Utilizar debidamente la acreditación identificativa
y los distintivos de la entidad en la que se integren, y
devolverlos a ésta cuando finalicen su actividad.

j) Cuidar y hacer buen uso de los recursos materiales
que ponga a su disposición la entidad.

k) Notificar a la entidad la renuncia con la antelación
previamente acordada, procurando la evitación de
perjuicios para la actividad en la que participen.

l) Los demás establecidos por la presente ley o por el
resto del ordenamiento jurídico.

CAPÍTULO IV

De las entidades de voluntariado

Artículo 14. Concepto de entidades de voluntariado.

A los efectos de esta ley, tendrán la consideración de
entidades de voluntariado, las entidades, públicas o
privadas, legalmente constituidas y dotadas de perso-
nalidad jurídica propia, que desarrollen, de manera orga-
nizada y estable, en las condiciones determinadas en el
artículo 3 de la presente norma y a través de la partici-
pación de voluntarios, programas o proyectos en relación
con las actividades de interés general contempladas en el
artículo 6.2.
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Artículo 15. Registro Regional de Entidades de Volun-
tariado de Castilla y León.

1. Para ser oficialmente reconocidas, poder recibir
subvenciones y ayudas de las administraciones públicas
de Castilla y León y poder suscribir convenios con éstas,
las entidades de voluntariado que desarrollen sus acti-
vidades en esta Comunidad habrán de estar inscritas en
el Registro Regional de Entidades de Voluntariado de
Castilla y León.

2. El Registro Regional de Entidades de Voluntariado
de Castilla y León, que será único, público y gratuito, y
asumirá las funciones de calificación, inscripción y certi-
ficación, estará adscrito a la consejería a la que vengan
atribuidas las competencias de fomento y coordinación
en materia de voluntariado.

3. La inscripción registral deberá ser instada por la
entidad interesada mediante solicitud.

4. Las entidades inscritas comunicarán anualmente al
Registro Regional de Entidades de Voluntariado de
Castilla y León el sector o sectores de actividad de
interés general en el que desarrollen sus programas o
proyectos, la identificación de éstos, y su grado de
ejecución y evaluación.

5. Procederá la cancelación de la inscripción registral,
cesando en sus efectos el reconocimiento oficial que la
misma conlleva, cuando conste petición expresa de la
entidad en tal sentido, así como en los casos de pérdida
de la condición de entidad de voluntariado contemplados
en el artículo 18 de la presente ley.

6. La organización y funcionamiento del Registro
Regional de Entidades de Voluntariado de Castilla y
León se determinarán reglamentariamente.

7. Los demás registros que puedan constituirse en la
Administración de la Comunidad de Castilla y León para
la ordenación específica de la acción voluntaria en cual-
quiera de las áreas actividades de interés general
previstas en el artículo 6.2 de la presente Ley, así como
los municipales o provinciales que puedan gestionar las
entidades locales para el mejor ejercicio de sus compe-
tencias en materia de voluntariado en su respectivo
ámbito territorial, estarán debidamente coordinados con
el Registro Regional de Entidades de Voluntariado de
Castilla y León de acuerdo con lo que se disponga
reglamentariamente.

Artículo 16. Derechos de las entidades de voluntariado.

Las entidades de voluntariado tienen derecho a:

a) Obtener el respeto y el reconocimiento de la
sociedad por la labor que realizan.

b) Elaborar sus normas de funcionamiento interno en
relación con la actividad de voluntariado que desarrollen,
que deberán acomodarse a lo dispuesto en la presente
ley.

c) Seleccionar a los voluntarios atendiendo a la natu-
raleza y características de las actividades a realizar y de
acuerdo con las normas a que hace referencia la letra
anterior.

d) Solicitar y obtener de las administraciones
públicas la información, orientación, asesoramiento y
apoyo necesarios para el adecuado desarrollo de su
actividad de voluntariado.

e) Suspender la colaboración de las personas volun-
tarias que infrinjan su compromiso de colaboración o
acordar la pérdida de su condición de voluntarios en los
casos previstos en el artículo 24 de la presente ley.

f) Los demás reconocidos en la presente Ley y en el
resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 17. Obligaciones de las entidades de volun-
tariado.

Las entidades de voluntariado están obligadas a:

a) Acomodar su organización y funcionamiento a
principios participativos.

b) Elaborar y aprobar los programas o proyectos de
voluntariado que pretendan desarrollar, las condiciones
específicas de admisión y pérdida de la condición de los
voluntarios, los derechos y deberes de éstos conforme a
lo establecido en la presente ley, los mecanismos para su
participación en la entidad y los principios que han de
regir las relaciones entre ésta y aquellos.

c) Cumplir los compromisos adquiridos con las
personas voluntarias en el acuerdo de incorporación a
sus programas o proyectos regulado en el artículo 19 de
la presente ley.

d) Facilitar el ejercicio de los derechos que esta ley
reconoce al voluntario.

e) Cubrir los gastos derivados de la prestación del
servicio y dotar a las personas voluntarias de los medios
adecuados para el cumplimiento de sus cometidos.

f) Informar, orientar, formar y asesorar adecua-
damente a las personas voluntarias que colaboren con la
entidad para conseguir la mayor eficacia en su actividad.

g) Garantizar las debidas condiciones en materia de
seguridad e higiene en la realización de las actividades,
instruyendo al efecto a las personas voluntarias.

h) Facilitar la participación de las personas volun-
tarias en la elaboración, ejecución y evaluación de los
programas y actividades en que intervengan.

i) Facilitar a los voluntarios documentación que les
acredite e identifique para el desarrollo de su actividad.

j) Llevar un libro de registro interno de altas, bajas y
otras incidencias en que se encuentren los voluntarios,
expresivo de los programas o proyectos en los que
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colaboren y de la naturaleza de las actividades desarro-
lladas.

k) Suscribir una póliza de seguros que cubra a las
personas voluntarias de los riesgos de accidente o
enfermedad derivados del desarrollo de la actividad
voluntaria, y a terceros por los daños y perjuicios
causados por los voluntarios en el ejercicio de dicha
actividad.

l) Expedir, a solicitud del voluntario, un certificado
que acredite la colaboración prestada, en el que
constarán, además de los datos de identificación de éste
y de la entidad, la fecha, duración y naturaleza de las
actividades en las que haya participado.

m) Efectuar el seguimiento y evaluación periódicos
de los programas o proyectos que desarrollen.

n) Cumplir las demás obligaciones que resulten
consecuencia de lo establecido en la presente ley o
vengan impuestas por el ordenamiento jurídico.

Artículo 18. Pérdida de la condición de entidad de
voluntariado.

Serán causas de la pérdida de la condición de entidad
de voluntariado:

a) La extinción de su personalidad jurídica.

b) El incumplimiento de sus fines en el ámbito de la
acción voluntaria o de las obligaciones establecidas en la
presente ley o en las disposiciones que se dicten para su
desarrollo.

c) La promoción con fin de lucro de actividades
consideradas de voluntariado o la utilización de remune-
raciones o contraprestaciones de cualquier tipo, mani-
fiestas o encubiertas, para compensar actividades de tal
consideración.

CAPÍTULO V

De las relaciones entre los voluntarios y las entidades de
voluntariado

Artículo 19. Incorporación de voluntarios y compromiso
de colaboración.

La incorporación de los voluntarios a las entidades de
voluntariado se formalizará por escrito mediante el
correspondiente acuerdo o compromiso de colaboración
que tendrá, como mínimo, el contenido siguiente:

a) La determinación del carácter altruista de la
relación que se acuerde y de la actividad que se
comprometa.

b) La expresión del sometimiento a la presente ley
como marco regulador básico de la acción voluntaria.

c) El conjunto de derechos y deberes que corres-
ponden a ambas partes, respetando en todo caso lo
dispuesto en la presente ley.

d) La referencia a los fines y regulación de la entidad
en relación con las actividades de voluntariado.

e) El contenido y condiciones de las actividades que
el voluntario se compromete a realizar, así como los
cometidos y responsabilidades, el tiempo de dedicación
y el lugar de desempeño que se acuerden.

f) El proceso de formación que se requiera para el
adecuado cumplimiento de las actividades y cometidos
asignados.

g) La duración del compromiso, y la forma en que ha
de plantearse, en su caso, la renuncia por el voluntario,
su exclusión por la entidad o la desvinculación de ésta.

Artículo 20. Incompatibilidades.

1. La condición de voluntario es incompatible con el
desempeño de cualquier actividad sujeta a retribución
económica por la misma entidad de voluntariado en la
que se integre y cuya naturaleza, contenido u objeto
pueda tener relación con los propios de la actividad
voluntaria.

2. La condición de voluntario es en todo caso
compatible con la de socio o miembro de la entidad que
desarrolle actividades de voluntariado.

Artículo 21. Acreditación identificativa.

La acreditación de la condición de voluntario será
expedida por la entidad de voluntariado y contendrá,
como mínimo, los datos personales e identificativos de
aquel y ésta, y la denominación del programa en el que
desarrolle la actividad voluntaria.

Artículo 22. Responsabilidad extracontractual frente a
terceros.

1. Las entidades de voluntariado responderán frente a
terceros por los daños y perjuicios causados por los
voluntarios que participen en sus programas, como
consecuencia de la realización de los cometidos que a
éstos les hayan sido asignados.

2. Esta responsabilidad se regirá por las normas que
en cada caso resulten aplicables en razón de la condición
privada o pública de la entidad de voluntariado.

Artículo 23. Régimen jurídico aplicable a la resolución
de conflictos.

Los conflictos que puedan surgir entre las personas
voluntarias y las entidades de voluntariado en el ejercicio
de las actividades a que hace referencia la presente ley se
dirimirán por la jurisdicción competente de acuerdo con
lo establecido en la normativa vigente.
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Artículo 24. Pérdida de la condición de voluntario.

Toda entidad de voluntariado especificará en sus
normas relativas a la actividad de voluntariado las causas
que determinen la exclusión de las personas integradas
en ella como voluntarios y la pérdida de esta condición.

Tendrán en todo caso dicho efecto la inobservancia
de las previsiones contenidas en la presente ley, particu-
larmente de los deberes contemplados en el artículo 13,
la actuación contraria a los principios y fines que la
misma proclama, o el incumplimiento de los
compromisos libremente acordados con la entidad en la
que se integre, cuando sean graves o reiterados, y no
justificados.

Los procedimientos para acordar la exclusión
asegurarán en todo caso la audiencia del interesado.

CAPÍTULO VI

De los destinatarios de la acción voluntaria

Artículo 25. Concepto de destinatario de la acción
voluntaria.

1. Tendrán la consideración de destinatarios a los
efectos de esta ley las personas físicas, o los grupos o
comunidades en que se integran, para los que el desa-
rrollo de la acción voluntaria represente beneficio, o
suponga o pretenda la defensa de sus derechos, la mejora
de sus condiciones o la satisfacción de sus necesidades.

2. Cuando los programas o proyectos de voluntariado
contemplen para la definición de sus fines y objetivos
circunstancias o condiciones referibles a las personas en
su consideración individual, cualquiera de éstas en la que
dichas circunstancias o condiciones concurran tendrá
derecho a ser destinatario de la acción voluntaria, sin que
pueda ser discriminada por razón alguna.

Artículo 26. Derechos de los destinatarios de la acción
voluntaria.

1. Los destinatarios de la acción voluntaria tienen los
siguientes derechos:

a) A que en el desarrollo de la acción voluntaria se
respeten su dignidad, su intimidad personal y familiar, y
sus creencias.

b) A que la acción voluntaria sea desarrollada de
acuerdo con programas o proyectos que garanticen la
calidad de las actuaciones y la consecución de sus
objetivos, particularmente cuando éstas supongan
servicios o prestaciones personales.

c) A recibir información sobre los programas o
proyectos, y sobre las actuaciones de las que sean desti-
natarios, tanto con carácter previo a su inicio, como
durante su ejecución.

d) A colaborar en la evaluación de la acción
voluntaria a ellos dirigida.

e) A rechazar la acción voluntaria o prescindir, en
cualquier caso y momento, de los servicios, prestaciones
o actuaciones que integren un programa o proyecto.

f) Los demás reconocidos en la presente ley y en el
resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 27. Deberes de los destinatarios de la acción
voluntaria.

Cuando la actividad voluntaria se dirija a destina-
tarios individualizados, éstos, al aceptarla, asumirán los
siguientes deberes:

a) Colaborar con los voluntarios, respetarles y
facilitar su labor.

b) No solicitar o aceptar trato de preferencia en el
desarrollo de la acción voluntaria.

c) No ofrecer a los voluntarios o entidades compen-
sación económica o material por la acción voluntaria.

d) Observar las instrucciones que en aspectos
técnicos, y de seguridad e higiene se establezcan para el
adecuado desarrollo de la acción voluntaria.

e) En caso de rechazar la acción voluntaria o pres-
cindir de los servicios, prestaciones o actuaciones que
integren un proyecto o programa, notificarlo a la entidad
de voluntariado en la forma y con la antelación que al
efecto se determinen.

f) Los demás establecidos por la presente ley o por el
resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 28. Relaciones de los destinatarios de la acción
voluntaria con las entidades y voluntarios.

1. Los destinatarios de la acción voluntaria podrán
solicitar y obtener de la respectiva entidad la sustitución
de los voluntarios que en su caso les haya asignado,
cuando existan razones que lo justifiquen y siempre que
lo permitan las circunstancias de aquella.

2. Igualmente, podrán solicitar la intervención de la
respectiva entidad de voluntariado para la resolución de
las cuestiones o conflictos surgidos con los voluntarios
integrados en la misma.

CAPÍTULO VII

Del fomento del voluntariado

Artículo 29. Divulgación y promoción del voluntariado.

1. Las administraciones públicas de Castilla y León
con competencias en materia de voluntariado impulsarán
y desarrollarán, en su respectivo ámbito, las acciones
necesarias para difundir los valores de solidaridad y
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altruismo que inspiran la acción voluntaria, para sensi-
bilizar a la sociedad sobre la importancia e interés social
de las actividades organizadas que constituyen su
expresión, y para promover la participación en éstas de
los ciudadanos.

2. Las entidades de voluntariado podrán igualmente
desarrollar acciones de divulgación y promoción a los
fines referidos en el apartado anterior.

Artículo 30. Acciones de información, formación y
asesoramiento.

Al objeto de propiciar la mayor eficacia de la acción
voluntaria, las administraciones públicas de Castilla y
León, en el ámbito de sus respectivas competencias,
pondrán a disposición de los ciudadanos y las entidades,
y facilitarán a los interesados, directamente o a través de
las entidades de voluntariado, la información general y
específica que les permita comprometer libre y responsa-
blemente su participación en la acción voluntaria, deter-
minarán la formación básica que dichas entidades hayan
de proporcionar, junto a la complementaria que éstas
entiendan necesaria, a quienes se integren en ellas como
voluntarios y facilitarán a éstas el asesoramiento y asis-
tencia técnica precisos para el desarrollo de sus acti-
vidades.

Artículo 31. Acciones específicas de fomento e impulso.

Las administraciones públicas de Castilla y León, por
sí o en colaboración con las demás entidades de volun-
tariado, desarrollarán, en el ámbito de sus respectivas
competencias, las siguientes acciones específicas para el
fomento e impulso del voluntariado:

a) Potenciarán especialmente los programas o
proyectos de voluntariado que supongan acciones inte-
grales, complementarias de otras intervenciones o coor-
dinadas con ellas, o que favorezcan la colaboración entre
entidades.

b) Dispondrán los mecanismos necesarios para
garantizar la debida coordinación de todos los programas
y proyectos de voluntariado, asegurando su seguimiento
y evaluación.

c) Simplificarán y agilizarán los procedimientos
administrativos que afecten a la acción voluntaria.

d) Favorecerán el movimiento asociativo en el
ámbito del voluntariado, contribuyendo a su pluralismo,
y facilitando la participación y la interlocución.

e) Apoyarán la participación o integración de las
entidades de voluntariado en programas o proyectos de
ámbito superior al regional.

f) Promoverán las actividades de estudio e investi-
gación que contribuyan al mejor conocimiento de las
necesidades, los recursos y las actuaciones en materia de
voluntariado.

Artículo 32. Reconocimiento social de la contribución
voluntaria.

La Junta de Castilla y León, a propuesta del Consejo
Regional de Voluntariado de Castilla y León regulado en
el artículo 36, podrá reconocer de manera pública a las
entidades que se distingan por su dedicación, contri-
bución o ejemplo en la acción voluntaria.

Artículo 33. Financiación de la acción voluntaria.

1. La acción voluntaria se financiará con las partidas
que las administraciones públicas de la Comunidad
Autónoma destinen a tal efecto en sus respectivos presu-
puestos.

2. Las administraciones públicas de Castilla y León
podrán financiar programas o proyectos de voluntariado
directamente con cargo a sus propios presupuestos o
mediante la concesión de ayudas a las entidades inscritas
en el Registro Regional de Entidades del Voluntariado
de Castilla y León cuyos programas o proyectos de
voluntariado se ajusten a las condiciones siguientes:

a) Se adecuarán a las previsiones generales o espe-
cíficas contenidas en la planificación a que se refiere el
artículo 8 de la presente ley.

b) Su contenido deberá ser declarado en los términos
previstos en el artículo 9.3 de la presente ley.

c) Estarán sometidos a las actividades de seguimiento
y evaluación por las administraciones públicas compe-
tentes.

3. La financiación de la acción voluntaria podrá
también llevarse a cabo mediante cualquiera de las
fórmulas previstas en la legislación vigente.

Artículo 34. Incentivos y apoyos a entidades y volun-
tarios.

1. Las administraciones públicas de Castilla y León
promoverán las acciones oportunas para que las
entidades del voluntariado puedan obtener los beneficios
fiscales que permita la legislación vigente.

2. Los voluntarios podrán disfrutar, en los términos y
con el alcance que en su caso dispongan las distintas
administraciones en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, de las bonificaciones, preferencias, incentivos o
reducciones de precio en el uso de los servicios o
recursos dependientes de ellas que puedan establecer con
el exclusivo objeto de facilitarles el desarrollo de la
actividad voluntaria.

CAPÍTULO VIII

De la participación

Artículo 35. Participación de las entidades y de los
voluntarios.

Las administraciones públicas de Castilla y León
facilitarán la participación de entidades de voluntariado,
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a través de los órganos y cauces previstos al efecto, en la
planificación, gestión y seguimiento de la acción
voluntaria incluida en el ámbito de la presente ley.

Igualmente se facilitará la participación de las
referidas entidades y de los voluntarios en relación con
las actividades de estudio, análisis, asesoramiento y
propuesta para la promoción, impulso, coordinación y
evaluación de las actividades de voluntariado.

Artículo 36. El Consejo Regional del Voluntariado de
Castilla y León.

1. Se crea el Consejo Regional del Voluntariado de
Castilla y León como máximo órgano de participación,
coordinación, asesoramiento y consulta en materia de
voluntariado, que estará adscrito a la consejería a la que
vengan atribuidas las funciones de fomento y coordi-
nación en materia de voluntariado.

2. El Consejo Regional del Voluntariado de Castilla y
León tendrá por objeto facilitar, mediante el encuentro,
el diálogo, la participación y las actividades de estudio,
análisis, asesoramiento y propuesta, la promoción del
voluntariado en Castilla y León y la coordinación de
todas las instancias intervinientes en la acción voluntaria,
con la finalidad de contribuir al mejor desarrollo, calidad
y eficacia de los programas y proyectos que hayan de
llevarse a cabo.

3. En el Consejo Regional del Voluntariado de
Castilla y León, que será presidido por el titular de la
consejería a la que vengan atribuidas las funciones de
fomento y coordinación en materia de voluntariado,
estarán representados departamentos de la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León que tengan
encomendadas funciones en relación con las materias y
sectores de actividad referidos en el artículo 6.2 de la
presente ley, Entidades Locales con competencias en
materia de voluntariado, entidades inscritas en el
Registro Regional de Entidades del Voluntariado de
Castilla y León, personas voluntarias, y organizaciones
sindicales y empresariales más representativas de la
Comunidad Autónoma, todos ellos en el número y
designados a través del procedimiento establecidos
reglamentariamente.

En su composición, asimismo, se garantizará la
representación paritaria de las administraciones públicas
de Castilla y León, por un lado, y de las entidades de
voluntariado, voluntarios y agentes sociales referidos en
el párrafo anterior, por otro.

4. Corresponderán al Consejo Regional del Volun-
tariado de Castilla y León las siguientes funciones:

a) Fomentar el reconocimiento y desarrollo del
voluntariado en todos sus ámbitos, impulsando acciones
de sensibilización, formación, investigación y coordi-
nación.

b) Servir de cauce permanente de diálogo y facilitar
el encuentro, la cooperación y el trabajo coordinado
entre las administraciones de Castilla y León y las
entidades de voluntariado.

c) Contribuir a asegurar que la planificación, el
fomento y la promoción del voluntariado respeten escru-
pulosamente la libertad de acción y la independencia de
las organizaciones de voluntariado y de los propios
voluntarios.

d) Asesorar e informar sobre los principios, criterios,
objetivos y prioridades de la planificación de la acción
voluntaria en la Comunidad de Castilla y León.

e) Conocer e informar los proyectos de disposiciones
normativas de carácter general que aborden directamente
la ordenación de la actividad del voluntariado, así como
la planificación regional de sus acciones.

f) Elevar a las administraciones públicas de Castilla y
León propuestas e iniciativas en relación con la acción
voluntaria.

g) Elaborar informes periódicos sobre el estado y
actividad del voluntariado en la Comunidad de Castilla y
León.

h) Detectar y analizar las necesidades básicas de
voluntariado, canalizando la demanda y la oferta del
movimiento voluntario.

i) Velar por la calidad de las prestaciones y de las
actividades que el voluntariado lleva a cabo.

j) Favorecer el intercambio de información sobre los
programas y proyectos a desarrollar, especialmente
aquellos que puedan servir de referencia para la intro-
ducción de mejoras.

k) Proporcionar a las entidades de voluntariado infor-
mación relativa a todas aquellas cuestiones que les
afecten.

l) Proponer en su caso al órgano competente el reco-
nocimiento público de las entidades que se distingan por
sus méritos en el ámbito de la acción voluntaria.

m) Relacionarse con órganos similares de ámbito
internacional, estatal o autonómico en orden a la coordi-
nación de iniciativas y actuaciones que faciliten la conse-
cución de objetivos comunes en la acción voluntaria.

n) Cualesquiera otras que le puedan ser enco-
mendadas en relación con los objetivos y finalidades
descritos en el apartado 2 del presente artículo.

5. La estructura del Consejo Regional del Volun-
tariado de Castilla y León, el número y procedimiento de
designación de sus miembros, su organización y su
funcionamiento serán determinados reglamentariamente.
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CAPÍTULO IX

De la distribución de competencias y la coordinación

Artículo 37. Competencias de las administraciones
públicas de Castilla y León.

Corresponde a las administraciones públicas de
Castilla y León con competencias en materia de volun-
tariado, en su respectivo ámbito y en relación con las
materias reguladas en la presente ley:

a) Fomentar y promover la participación social de los
ciudadanos en el desarrollo de la acción voluntaria, a
través de entidades de voluntariado debidamente regis-
tradas o en su caso en el marco de la acción programada
a los fines de esta ley por las administraciones públicas
de Castilla y León.

b) Sensibilizar a la sociedad respecto de los valores
del voluntariado.

c) Impulsar y favorecer las actividades de volun-
tariado, disponiendo las medidas necesarias para su
fomento y apoyo.

d) Velar por el cumplimiento de la presente ley y sus
normas de desarrollo.

e) Conocer y ordenar los recursos existentes.

f) Determinar la formación básica de los voluntarios
que hayan de desarrollar actuaciones en programas o
proyectos, impulsado, desde la colaboración interadmi-
nistrativa y con las entidades de voluntariado, las
acciones formativas necesarias para asegurar una acción
voluntaria eficaz y de calidad.

g) Realizar el seguimiento y evaluación específicos
de los programas y proyectos de voluntariado desarro-
llados por las entidades inscritas en el Registro Regional
de Entidades del Voluntariado de Castilla y León.

h) Comprobar el cumplimiento de las obligaciones de
las entidades del voluntariado inscritas, a los efectos
previstos en el artículo 18 de la presente ley.

i) Informar y asesorar técnicamente a las entidades
del voluntariado.

Artículo 38. Competencias específicas de la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León.

Corresponden a la Administración de la Comunidad
de Castilla y León las siguientes competencias espe-
cíficas en relación con las materias reguladas en la
presente ley:

a) Ordenar con carácter general las políticas públicas
en materia de acción voluntaria organizada conforme a
los principios y criterios contenidos en la presente ley,
respetando la autonomía de las entidades locales y la
independencia de las entidades de voluntariado.

b) Aprobar la planificación regional de las acti-
vidades de voluntariado.

c) Realizar el seguimiento y evaluación generales de
los programas y proyectos de voluntariado desarrollados
en el ámbito de aplicación de la presente ley.

d) Gestionar el Registro Regional de Entidades del
Voluntariado de Castilla y León, asegurando su unidad,
así como elaborar y mantener actualizado el catálogo de
entidades inscritas, especificando su ámbito territorial y
los programas y proyectos que desarrollan

e) Disponer las medidas para el reconocimiento
público de las personas y entidades que se distingan por
su dedicación, contribución o ejemplo en la acción
voluntaria.

f) Ejercer la función de supervisión y control.

g) Fomentar la coordinación y la acción conjunta en
el desarrollo de las iniciativas y en el ejercicio de las
competencias que en materias propias de la presente Ley
puedan corresponder a las administraciones públicas de
Castilla y León y a las distintas entidades, públicas o
privadas.

h) Ostentar la representación de la Comunidad de
Castilla y León ante los organismos oficiales de orden
supraautonómico, estatal o supraestatal en relación con
las materias reguladas en la presente ley e impulsar la
colaboración con ellos.

i) Las demás que le vengan atribuidas por la
normativa vigente.

2. Estas competencias serán ejercidas por la
consejería a la que vengan atribuidas las funciones de
fomento y coordinación en materia de voluntariado, sin
perjuicio de las funciones propias de Junta de Castilla y
León y de las de ordenación específica, gestión e
inspección y demás actuaciones que puedan corres-
ponder a otras consejerías en relación con el ámbito o
sector de actividad que tengan encomendando.

Artículo 39. Competencias específicas de las Entidades
Locales.

1. Corresponden a las Diputaciones Provinciales y
Ayuntamientos de más de 20.000 habitantes las
siguientes competencias específicas en relación con las
materias reguladas en la presente ley:

a) Aprobar la planificación de las actividades de
voluntariado en su respectivo ámbito territorial, en el
marco y como desarrollo de la planificación regional.

b) Ordenar específicamente, gestionar e inspeccionar
las actividades de voluntariado que se lleven a cabo en
relación con su respectivo ámbito territorial y de compe-
tencias.

c) Articular los mecanismos de participación de las
entidades de voluntariado en la vida local.
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d) Las demás que les vengan atribuidas por la legis-
lación reguladora de la acción social y los servicios
sociales, o por la restante normativa vigente, y las que
les puedan ser delegadas en relación con esta materia.

2. Las Entidades Locales referidas en el apartado
anterior podrán crear y gestionar los registros muni-
cipales o provinciales que sirvan al mejor ejercicio de
sus competencias en materia de voluntariado en su
respectivo ámbito territorial, asegurando su debida coor-
dinación con el Registro Regional de Entidades del
Voluntariado de Castilla y León.

Artículo 40. Coordinación interadministrativa e interde-
partamental.

1. La coordinación de la actividad que, en su
respectivo ámbito y en ejercicio de las competencias
contempladas en los artículos anteriores, puedan llevar a
cabo las administraciones públicas de Castilla y León se
articulará a través de los órganos, cauces y mecanismos
previstos en la normativa vigente con carácter general
para la coordinación y colaboración entre la Adminis-
tración de la Comunidad y las Entidades Locales.

2. Para la coordinación de las actuaciones que, en
relación con las materias reguladas en la presente ley,
puedan llevar a cabo los distintos departamentos de la
Administración de la Comunidad en el respectivo ámbito
o sector de actividad que tengan encomendando, la Junta
de Castilla y León dispondrá los instrumentos y en su
caso los órganos de coordinación horizontal que faciliten
el establecimiento de las políticas generales de volun-
tariado, la integración de la planificación de las actua-
ciones de las diferentes áreas de actividad en la planifi-
cación regional, la complementariedad y eficacia en la
programación de actividades y en el establecimiento de
las medidas de promoción, fomento y apoyo, y la colabo-
ración en las acciones de control, seguimiento y
evaluación.

Artículo 41. Seguimiento, supervisión y evaluación de
actuaciones.

El seguimiento, supervisión y evaluación general de
todas las actividades y actuaciones que se lleven a cabo
en relación con las materias reguladas en la presente ley
corresponderá a la consejería a la que vengan atribuidas
las funciones de fomento y coordinación en materia de
voluntariado, a la que, a tal efecto y con la periodicidad
que se determine en la planificación regional, comu-
nicarán la información necesaria las distintas entidades
locales competentes y los centros directivos u orga-
nismos gestores de la Administración de la Comunidad
que impulsen o desarrollen programas de voluntariado en
relación con las diferentes actividades contempladas en
el artículo 6.2 de la presente ley.

La referida consejería elaborará la memoria integrada
de ejecución y evaluación de la planificación regional
del voluntariado.

Disposición adicional única. Promoción y difusión de
las actividades de voluntariado.

La Junta de Castilla y León y las Corporaciones
Locales, en sus respectivos ámbitos, promoverán la cele-
bración anual del Día del Voluntariado en la Comunidad
Autónoma, haciendo coincidir su fecha con la esta-
blecida para su conmemoración con carácter interna-
cional.

Disposición transitoria primera. Adecuación de las
entidades de voluntariado a las disposiciones de la
presente ley.

1. Las entidades de voluntariado dispondrán de un
año para adaptarse a las normas y requisitos previstos en
la presente ley.

2. Las referidas entidades que pretendan su
inscripción en el Registro Regional de Entidades de
Voluntariado de Castilla y León deberán instarla en el
plazo de los seis meses siguientes a la aprobación de la
disposición reglamentaria que regule la organización y
funcionamiento del mismo conforme a lo previsto en la
disposición final primera de esta ley.

Trascurrido el plazo mencionado sin que la nueva
inscripción haya sido instada, la inscripción previa
quedará sin efecto en relación con el reconocimiento
oficial que aquella conlleva.

Disposición transitoria segunda. Normativa aplicable al
funcionamiento del actual Registro Regional de
Entidades del Voluntariado.

En tanto se aprueba la disposición reglamentaria que
regule la organización y funcionamiento del Registro
Regional de Entidades de Voluntariado de Castilla y
León, el funcionamiento del actual Registro Regional de
Entidades del Voluntariado se acomodará a lo dispuesto
en los artículos 7, 9, 10 y 11 del Capítulo III del Decreto
12/1995, de 19 de enero, por el que se regula el volun-
tariado de Castilla y León, que se mantendrán vigentes
en lo que resulte compatible con lo establecido en esta
ley.

Disposición transitoria tercera.- Funcionamiento de la
Comisión Regional de Voluntariado de Castilla y León.

En tanto se constituya el Consejo Regional del
Voluntariado de Castilla y León, continuará desarro-
llando sus funciones la Comisión Regional de Volun-
tariado de Castilla y León, como órgano colegiado de
participación de los distintos agentes implicados en el
voluntariado en Castilla y León.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogados el Decreto 12/1995, de 19 de
enero, por el que se regula el voluntariado de Castilla y
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León, y cuantas normas de igual o inferior rango se
opongan a lo dispuesto en la presente Ley.

Disposición final primera. Regulación de la organi-
zación y funcionamiento del Registro Regional de
Entidades de Voluntariado de Castilla y León.

En el plazo de seis meses a contar desde la entrada en
vigor de esta ley, la Junta de Castilla y León aprobará el
reglamento regulador del Registro Regional de Entidades
de Voluntariado de Castilla y León.

Disposición final segunda.- Regulación de la organi-
zación y funcionamiento del Consejo Regional del
Voluntariado de Castilla y León.

En el plazo de seis meses a contar desde la entrada en
vigor de esta Ley, la Junta de Castilla y León aprobará el
reglamento regulador de la organización y funciona-
miento del Consejo Regional del Voluntariado de
Castilla y León, que deberá constituirse en el plazo que
establezca dicha disposición.

Disposición final tercera. Habilitación para el desa-
rrollo reglamentario.

Se faculta a la Junta de Castilla y León para aprobar
las disposiciones necesarias en desarrollo de la presente
ley.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor al mes de su publi-
cación en el «Boletín Oficial de Castilla y León».

Valladolid, a 23 de marzo de 2006.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Juan Vicente Herrera Campo

II. PROPOSICIONES NO DE LEY (P.N.L.).

P.N.L. 966-I a P.N.L. 972-I

PRESIDENCIA

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, en su
reunión de 7 de abril de 2006, ha admitido a trámite las
Proposiciones No de Ley, P.N.L. 966-I a P.N.L. 972-I,
que a continuación se insertan.

De conformidad con el artículo 163 del Reglamento
se ha ordenado su publicación.

Los Grupos Parlamentarios podrán presentar
enmiendas hasta seis horas antes del comienzo de la
Sesión en que dichas Proposiciones No de Ley hayan de
debatirse.

En ejecución de dicho acuerdo se ordena su publi-
cación en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y
León, de conformidad con el artículo 64 del Reglamento.

Castillo de Fuensaldaña, a 7 de abril de 2006.

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: José Manuel Fernández Santiago

P.N.L. 966-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Carlos Martínez Mínguez y Mónica Lafuente Ureta,
Procuradores pertenecientes al GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA de las Cortes de Castilla y
León, al amparo de lo establecido en los artículos 162 y
siguientes del Reglamento de la Cámara presentan la
siguiente PROPOSICIÓN NO DE LEY para su debate y
votación ante la Comisión de Medio Ambiente.

ANTECEDENTES

La Junta de Castilla y León tiene previsto el desa-
rrollo del proyecto sobre la Ciudad de Medio Ambiente
en el Soto de Garray, teniendo en cuenta la oposición a
dicha ubicación de determinados colectivos ecologistas,
agentes sociales, políticos.

Por lo expuesto, se formula la siguiente
PROPUESTA DE RESOLUCIÓN:

"Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de
Castilla y León a consensuar con todos los agentes
sociales de Soria, colectivos ecologistas y partidos
políticos el enclave más adecuado para ubicar la ciudad
del Medio Ambiente proyectado por la Junta de Castilla
y León en la provincia de Soria".

Fuensaldaña a 30 de marzo de 2006.

LOS PROCURADORES,

Fdo.: Carlos Martínez Mínguez

Mónica Lafuente Ureta

EL PORTAVOZ 

Fdo.: Ángel Villalba Álvarez

P.N.L. 967-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Mónica Lafuente Ureta y Manuel Fuentes López,
Procuradores pertenecientes al GRUPO PARLA-
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MENTARIO SOCIALISTA de las Cortes de Castilla y
León, al amparo de lo establecido en los artículos 162 y
siguientes del Reglamento de la Cámara presenta la
siguiente PROPOSICIÓN NO DE LEY para su debate y
votación ante la Comisión de Agricultura y Ganadería:

ANTECEDENTES

Además de la agricultura ecológica, sector de
importante crecimiento entre nuestros agricultores y de
indudable valor medio ambiental, existe la ganadería
ecológica necesaria en la misma medida y siempre
compatible con la primera. No obstante la Junta de
Castilla y León no tiene abierta ninguna línea de ayuda a
la ganadería ecológica que desde luego precisa de apoyo
institucional para su puesta en valor y explotación.

Es por todo ello que se presenta la siguiente
propuesta de resolución:

"Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de
Castilla y León a que abra entre las líneas de ayuda a la
agricultura y ganadería una línea específica para la
ganadería ecológica".

Fuensaldaña a 29 de marzo de 2006.

LOS PROCURADORES,

Fdo.: Mónica Lafuente Ureta

Manuel Fuentes López

EL PORTAVOZ 

Fdo.: Ángel Villalba Álvarez

P.N.L. 968-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

José María Casado Salgado, Manuel Fuentes López y
Mercedes Martín Juárez, Procuradores pertenecientes al
GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de las
Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido en
los artículos 162 y siguientes del Reglamento de la
Cámara presenta la siguiente PROPOSICIÓN NO DE
LEY para su debate y votación ante la Comisión de
Presidencia y Administración Territorial:

ANTECEDENTES

En nuestra Comunidad Autónoma existen zonas, en
las que cada año, y durante cortos periodos de tiempo, es
necesaria la presencia de un volumen importante de
mano de obra para sacar adelante las tareas de campaña
agrícolas.

Son muchos los trabajadores nacionales y, sobre
todo, y de modo creciente, extranjeros no residentes con
autorización para trabajar, quienes se desplazan de unas
campañas a otras, lo que supone frecuentemente, que los
municipios de destino se encuentren con una afluencia

de trabajadores, que a veces superan las previsiones de
contratación y de atención, en los servicios sociales,
sanitarios, educativos o de alojamiento.

Para evitar estas situaciones extremas, se hace
necesario arbitrar por parte de la Junta de Castilla y
León, una serie de actuaciones coordinadas con las
Corporaciones Locales, que permitan la habilitación de
alojamientos, además de incrementar los servicios
sociales y sanitarios en cada una de las campañas,

Por lo expuesto, se formula la siguiente
PROPUESTA DE RESOLUCIÓN:

"Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de
Castilla y León al establecimiento de convenios de cola-
boración con las Corporaciones Locales de las zonas
donde se desarrollan las campañas agrícolas de
temporada, para la habilitación de alojamientos y el
incremento de los servicios necesarios para la atención
de estos trabajadores y sus familias".

Fuensaldaña a 30 de marzo de 2006.

LOS PROCURADORES,

Fdo.: José María Casado Salgado

Manuel Fuentes López

Mercedes Martín

EL PORTAVOZ 

Fdo.: Ángel Villalba Álvarez

P.N.L. 969-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

José Miguel Sánchez Estévez, Emilio Melero
Marcos, Ana Muñoz de la Peña González y Elena Diego
Castellanos, Procuradores pertenecientes al GRUPO
PARLAMENTARIO SOCIALISTA de las Cortes de
Castilla y León, al amparo de lo establecido en los
artículos 162 y siguientes del Reglamento de la Cámara
presenta la siguiente PROPOSICIÓN NO DE LEY para
su debate y votación ante la Comisión de Transportes e
Infraestructura

ANTECEDENTES

La Cumbre Mundial para la Sociedad de la Infor-
mación, celebrada en Ginebra del 10 al 12 de diciembre
de 2003, consideró que "Se puede fomentar el acceso a
la información y al conocimiento sensibilizando a todas
las partes interesadas de las posibilidades que brindan los
diferentes modelos de software, lo que incluye el
software protegido, de fuente abierta y software libre,
para acrecentar la competencia, el acceso de los usuarios
y la diversidad de opciones y permitir que todos los
usuarios desarrollen las soluciones que mejor se ajusten
a sus necesidades...”
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Transcurridas dos décadas de informatización masiva
han aparecido fracturas sociales nuevas, y entre las solu-
ciones que se proponen para cumplir las condiciones de
armonización, sostenibilidad y de minimización de
riesgos o rupturas en el progreso de la sociedad de la
información se encuentran: la creación de contenidos
abiertos y la libertad de comunicar los conocimientos e
interactuar.

El denominado "software libre" que se caracteriza
por la libertad de los usuarios de copiar, distribuir,
estudiar, desarrollar, cambiar y mejorar el software y la
posibilidad "Open Source" que establece como derecho
el acceso al código fuente de los programas; son modelos
muy difundidos en sistemas operativos, software de red,
bases de datos, paquetes ofimáticos, multiplataformas,
contenidos..., hasta el punto que la industria informática
ha cambiado en los últimos años con la aparición y
expansión de tecnologías "liberadas" y opciones abiertas.

Hoy muchas iniciativas libres encuentran el respaldo
de organismos públicos y de multinacionales, porque las
dinámicas de creación abiertas a colaborar y compartir
disponen de ciertas ventajas, generan recursos para
emprendedores, garantizan la independencia tecnológica,
estimulan sinergias en el desarrollo local y articulan
nuevas modalidades de relaciones económicas y sociales.

Los estándares abiertos son una realidad consolidada
y segura para construir los sistemas de información de
cualquier organización, como motor de "inclusión"
ciudadana y una opción estratégica en empresas,
colegios, universidades, ONGs y Gobiernos que, lógi-
camente, pueden convivir y compatibilizarse su uso con
el software propietario. Y los Informes de diversas
fuentes constatan la gran importancia de la
elección/combinación del modelo/s de software en
empresas, universidades, entidades corporativas,
asociaciones y, sobre todo, en la administración pública.

Nuestra Comunidad Autónoma dispone de sufi-
cientes capacidades humanas y potencial tecnológico
para propiciar y apoyar iniciativas "desarrolladoras" de
los distintos modelos de software como tecnologías
“críticas" y "posibilitadoras" de desarrollo de la sociedad
del conocimiento en Castilla y León.

En el presente año concluyen la Estrategia Regional
para la Sociedad de la Información (2003-2006) y el III
Plan Director de Infraestructuras y Servicios de Teleco-
municaciones (2004-2006); y la Junta de Castilla y León
prepara la elaboración del futuro "Plan Estratégico de
Desarrollo de la Sociedad Digital y del Conocimiento
(2007-2013)" en el que, lógicamente, las innovaciones
en las industrias de software y de contenidos y servicios
deben ser objetivos esenciales para aprovechar todas las
"ventanas de oportunidad" que ofrecen las TICs a
Castilla y León y ponerlas a disposición de empresas,
instituciones, entidades, asociaciones y redes de
ciudadanía.

Ante la importancia que la industria del software
tiene para el progreso del sector TICs en Castilla y León
y por sus repercusiones en las aplicaciones de los
distintos modelos y desarrollos de software en las admi-
nistraciones públicas, entidades, empresas y redes
sociales; en concordancia con los antecedentes expuestos
se formula la siguiente PROPUESTA DE
RESOLUCIÓN:

"Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de
Castilla y León a:

1.- Encomendar al Observatorio Regional de la
Sociedad de la Información un análisis de la industria del
software en Castilla y León, sus oportunidades de creci-
miento y contribución al desarrollo del sector de las
Nuevas Tecnologías de la Información y Telecomunica-
ciones, y un estudio comparativo de las ventajas y difi-
cultades de la implantación/ adopción/utilización del
software propietario y/o del software libre y de código
abierto en las administraciones, empresas, universidades,
entidades y redes sociales de nuestra Comunidad
Autónoma.

2.- Incorporar las conclusiones y recomendaciones,
que establezca el estudio efectuado por el Observatorio
Regional de la Sociedad de la Información, a los
objetivos y líneas estratégicas de desarrollo de la
Sociedad Tecnológica y del Conocimiento que se
planifican a partir del año 2007".

Fuensaldaña 31 de marzo de 2006.

LOS PROCURADORES,

Fdo.: José Miguel Sánchez Estévez

Emilio Melero Marcos

Ana Muñoz de la Peña González

Elena Diego Castellanos

EL PORTAVOZ 

Fdo.: Ángel Villalba Álvarez

P.N.L. 970-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Begoña Núñez Díez, Francisco Ramos Antón y José
M.ª Crespo Lorenzo Procuradores pertenecientes al
GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de las
Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido en
los artículos 158 y siguientes del Reglamento de la
Cámara presenta la siguiente PROPOSICIÓN NO DE
LEY para su debate y votación ante la Comisión de
Sanidad.

ANTECEDENTES

Recientemente se han dejado de realizar los controles
ecográficos a las embarazadas de la zona norte de la
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provincia de Palencia (Aguilar, Cervera y Guardo), ya
que los ecógrafos que la Junta de Castilla y León tiene
instalados en estos centros de salud, no permiten la trans-
lucencia nucal en el primer trimestre, ni la circunferencia
abdominal en el tercer trimestre. Ambas pruebas son
totalmente necesarias e imprescindibles para el segui-
miento y valoración de la buena evolución del feto,
incluyendo el riesgo de síndrome de down.

Si bien es cierto que la sanidad en Palencia está bajo
mínimos, el panorama empeora ampliamente en la zona
más alejada de la capital, la Montaña Palentina, donde
además del aumento de las listas de espera en la
Atención Especializada, los recursos materiales y
técnicos son precarios y no garantizan el nivel de
atención necesario.

No se entiende el por qué si estos ecógrafos no son
los adecuados se hayan instalado en su día en estos
Centros de Salud.

Es incomprensible que las mujeres embarazadas
hasta la fecha se hayan realizado ecografías que no
marcaban todos los datos, con el riesgo propio que ello
conlleva.

La alternativa que tienen actualmente las mujeres
embarazadas de toda la Montaña Palentina pasa por no
realizar estos controles en la zona hasta que la Junta de
Castilla y León dote a los Centros de Salud de Cervera,
Aguilar y Guardo de los equipos adecuados; o bien
desplazarse hasta la capital, con el trastorno, molestias y
riesgo que conlleva realizar un viaje de 200Km.(i/v),
sobre todo en el tercer trimestre del embarazo.

Por todo ello, se presenta la siguiente PROPUESTA
DE RESOLUCIÓN:

1º. Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de
Castilla y León a que dote a la mayor celeridad a los
Centros de Salud de Aguilar de Campoo, Guardo y
Cervera de Pisuerga de la provincia de Palencia del
material necesario para que se realicen los controles
ecográficos a las mujeres embarazadas de la zona, en
igualdad de condiciones a los servicios que se prestan en
la capital palentina

2º. Que la Junta de Castilla y León, compense econó-
micamente a todas las mujeres embarazadas de la
Montaña Palentina que tengan que desplazarse a los
centros sanitarios de la capital en busca de unos servicios
sanitarios que por la imprevisión de la administración
regional no tienen en sus localidades de origen.

Fuensaldaña a 3 de abril de 2006.

LOS PROCURADORES,

Fdo.: Francisco Ramos

José M.ª Crespo

Begoña Núñez

EL PORTAVOZ 

Fdo.: Ángel Villalba Álvarez

P.N.L. 971-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Ana Sánchez Hernández, Felipe Lubián Lubián y
Manuel Fuentes López, Procuradores perteneciente al
GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de las
Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido en
los artículos 162 y siguientes del Reglamento de la
Cámara presenta la siguiente PROPOSICIÓN NO DE
LEY para su debate y votación ante la Comisión de
Familia e Igualdad de Oportunidades.

ANTECEDENTES

Desde el año 1992 y tras la solicitud presentada por
el Ayuntamiento del municipio de San Pedro de la Nave-
Almenda (Zamora), para la construcción de una resi-
dencia de la tercera edad, y tras múltiples vicisitudes, en
el año 2006 los incumplimientos referidos a la misma
por parte de la Junta de Castilla y León son flagrantes.

La Gerencia de Servicios Sociales concedió una
subvención de 10.000.000 ptas con cargo al presupuestos
del ejercicio 1993 y con cargo al presupuesto de 1994 la
cantidad de 14.000.000 ptas., con las que se comenzó la
construcción de la residencia de la tercera edad en
Valdeperdices.

En 1995 la desidia y dejadez de la Junta de Castilla y
León dio lugar a la paralización del expediente y parali-
zación de las obras.

En agosto de 2000 dando respuesta a un escrito del
Ayuntamiento, la Gerencia de Servicios Sociales indica
que la Junta de Castilla y León incluye entre los
proyectos a financiar el de la residencia de la tercera
edad de Valdeperdices, al cumplir los criterios esta-
blecidos en el Decreto 17/2000, siendo el importe
máximo a subvencionar por la Junta de Castilla y León
el 70% del coste de la obra (104.771.814 ptas).

Nuevamente el paso de los años y tras el silencio de
la Junta el Ayuntamiento vuelve a remitir escrito a la
Gerencia de Servicios Sociales de los mismos.

Por lo expuesto, se formula la siguiente
PROPUESTA DE RESOLUCIÓN:

"Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de
Castilla y León a recobrar las conversaciones con el
Ayuntamiento de San Pedro de la Nave-Almenda para
poder darle una solución al expediente y subvencionar la
cuantía del presupuesto de la residencia de Valde-
perdices que asciende a 1.228.197,29 Euros, según el 3er

reformado de fecha diciembre 2002, siendo el 70% del
coste conforme a los criterios del Decreto 17/2000”.

Fuensaldaña a 4 de abril de 2006.
LOS PROCURADORES,

Fdo.: Ana Sánchez
Felipe Lubián
Manuel Fuentes

EL PORTAVOZ 

Fdo.: Ángel Villalba Álvarez
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P.N.L. 972-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

El GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de
las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido
en los artículos 162 y siguientes del Reglamento de la
Cámara presenta la siguiente PROPOSICIÓN NO DE
LEY para su debate y votación ante el Pleno de la
Cámara.

ANTECEDENTES

Los trastornos del comportamiento alimentario, tiene
una gran relevancia sociosanitaria por su peculiaridad, su
gravedad, su interés social, su complejidad y sus difi-
cultades de diagnóstico y tratamiento.

Estos trastornos especialmente la anorexia y la
bulimia, han estado presentes a lo largo de la historia,
pero en los últimos 10 años están constituyendo un
auténtico fenómeno social. El incremento de la preva-
lencia es evidente, pudiendo considerarse que la
población de riesgo puede alcanzar hasta el 9%.

La adolescencia y la juventud, especialmente mujeres
son los sectores de mayor vulnerabilidad influyendo
múltiples factores en el incremento de la prevalencia.

En Castilla y León entre el 2 y el 4% de los jóvenes
entre 12 y 18 años, sufre trastornos de la conducta
alimentaria. Sin embargo el riesgo alcanza hasta los 25 y
cada vez más en la edad adulta.

Las estadísticas no mienten, el aumento de personas
que acaba desarrollando el trastorno de alimentación se
ha elevado considerablemente.

No hay discrepancias en el tratamiento específico y
multidisciplinar. De la misma forma se considera funda-
mental, la prevención, el diagnóstico precoz y el trata-
miento ambulatorio específico durante el tiempo
necesario que la enfermedad requiere, como garantía
para su curación.

Todos los argumentos señalados justifican extremar
las necesidades de prevención y tratamiento.

Por lo expuesto el Grupo Parlamentario Socialista
presenta la siguiente Propuesta de Resolución:

"Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de
Castilla y León a poner en marcha durante 2006 una
Campaña de Prevención e Información específica de los
trastornos del comportamiento alimentario, así como una
red de recursos necesarios que permitan y garanticen el
seguimiento y tratamiento ambulatorio específico en
todas las áreas de salud de la Comunidad Autónoma".

Fuensaldaña a 4 de abril de 2006.

EL PORTAVOZ 

Fdo.: Ángel Villalba Álvarez

III. ACUERDOS Y COMUNICACIONES.

Acuerdos.

PRESIDENCIA

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, en su
reunión del día 7 de Abril de 2006, de conformidad con
la Junta de Portavoces, y a solicitud de los Grupos Parla-
mentarios Popular y Socialista, ha acordado la creación
de una Comisión No Permanente para el Estudio de la
Reforma del Estatuto de Autonomía, encargada del
estudio y la elaboración de un informe sobre la opor-
tunidad de la reforma del Estatuto de Autonomía de
Castilla y León y los posibles contenidos de la misma.

Esta Comisión estará compuesta por diecisiete
miembros, diez designados por el Grupo Parlamentario
Popular, seis designados por el Grupo Parlamentario
Socialista y uno designado por el Grupo Parlamentario
Mixto.

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 7 de abril de 2006.

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: José Manuel Fernández Santiago

IV. INTERPELACIONES, MOCIONES, PREGUN-
TAS Y CONTESTACIONES.

Interpelaciones (I.).

I. 147-I

PRESIDENCIA

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, en su
reunión de 7 de abril de 2006, ha admitido a trámite la
Interpelación formulada a la Junta de Castilla y León,
I. 147-I, que a continuación se inserta.

Con esta misma fecha se remite a la Junta de Castilla
y León.

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 7 de abril de 2006.

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: José Manuel Fernández Santiago
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I. 147-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

El GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de
las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido
en los artículos 150 y siguientes del Reglamento de la
Cámara presenta la siguiente INTERPELACIÓN a la
Junta de Castilla y León

- Política General de la Junta de Castilla y León en
materia de inmigración.

Fuensaldaña 3 de abril de 2006.

EL PORTAVOZ 

Fdo.: Ángel Villalba Álvarez

Preguntas con respuesta Oral ante la Comisión
(P.O.C.).

P.O.C. 941-I a P.O.C 945-I

PRESIDENCIA

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, en su
reunión de 7 de abril de 2006, ha admitido a trámite las
Preguntas con respuesta Oral ante la Comisión
formuladas a la Junta de Castilla y León, P.O.C. 941-I a
P.O.C. 945-I, que a continuación se insertan.

Con esta misma fecha se remiten a la Junta de
Castilla y León y a los Presidentes de la Comisión
correspondiente.

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 7 de abril de 2006.

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: José Manuel Fernández Santiago

P.O.C. 941-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

José Miguel Sánchez Estévez y Ana Muñoz de la
Peña González, Procuradores pertenecientes al GRUPO
PARLAMENTARIO SOCIALISTA de las Cortes de

Castilla y León, al amparo de lo establecido en los
artículos 150 y siguientes del Reglamento de la Cámara,
formula a la Junta de Castilla y León la siguiente
pregunta para su contestación oral ante la Comisión de
Cultura y Turismo.

ANTECEDENTES

El Ministerio de Cultura y Deporte ha publicado
recientemente el Anuario de Estadísticas Culturales 2005
y la Encuesta de Hábitos y Prácticas Culturales 2002-
2003.

PREGUNTAS

En el contexto del conjunto nacional ¿Cuál es la
opinión de la Junta de Castilla y León sobre las cifras y
porcentajes referidos a nuestra Comunidad Autónoma
que se incluyen en la Estadística y Encuesta de
referencia?

Fuensaldaña a 27 de marzo de 2006.

LOS PROCURADORES,

Fdo.: José Miguel Sánchez Estévez

Ana Muñoz de la Peña González

P.O.C. 942-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Ana María Muñoz De La Peña González, Emilio
Melero Marcos, Elena Diego Castellanos y José Miguel
Sánchez Estévez, Procuradores pertenecientes al
GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de las
Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido en
los artículos 159 y siguientes del Reglamento de la
Cámara, formulan a la Junta de Castilla y León la
siguiente pregunta para su contestación oral ante la
Comisión de Cultura y Turismo:

ANTECEDENTES

Miranda del Castañar, en la provincia de Salamanca,
declarada Conjunto Histórico desde el año 1973. El
recinto urbano se encuentra bordeado por una muralla
fechada en el año 1213, que se conserva prácticamente
íntegra a excepción de los remates almenados y la coro-
nación, si se conserva un trozo con el remate de
merlones en la unión del castillo con la muralla en el
lado sur. Presenta una altura entre 7 y 10 metros en todo
su perímetro, así como un grueso aproximado de 2
metros.

La muralla cuenta con unos 630 metros de perímetro,
aún conserva en el interior amurallado y en perfecto
estado los llamados Caminos de Ronda, tanto en la parte
norte como en la sur, que servían para realizar la ronda
militar en caso de defensa, y una vez perdido el carácter
defensivo, se utilizan como paso funcional.
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La muralla conserva sus cuatro puerta originales,
abiertas a los cuatro puntos cardinales, conocidas como
San Ginés, San Benito, El Postigo y Santa María.

La Junta de Castilla y León elaboró en el año 2003
un Plan Director para acometer la rehabilitación y conso-
lidación de la muralla, con una previsión de actuación
para los años 2003 al 2008, habiéndose ejecutado ya la
primera de las fases de restauración.

Según recientes declaraciones del D.G. de Patrimonio
y Bienes Culturales, la muralla de Miranda del Castañar
se quedará sin recibir inversiones de la Junta, al menos,
durante los años 2006 y 2007 ya que "el ejecutivo no
tiene previsto acometer ninguna actuación a corto plazo",
lo que implicaría la paralización del Plan Director puesto
en marcha, y el abandono de las obras previstas y
contempladas para la muralla.

PREGUNTAS

- ¿Qué razones llevan a la Junta de Castilla y León a
paralizar la ejecución del Plan Director para la restau-
ración de la muralla de Miranda del Castañar?

Fuensaldaña a 28 de marzo de 2006.
LOS PROCURADORES,

Fdo.: Ana María Muñoz de la Peña González

Emilio Melero Marcos

Elena Diego Castellanos

José Miguel Sánchez Estévez

P.O.C. 943-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Ana María Muñoz De La Peña González, Emilio
Melero Marcos, Elena Diego Castellanos y José Miguel
Sánchez Estévez, Procuradores pertenecientes al
GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de las
Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido en
los artículos 159 y siguientes del Reglamento de la
Cámara, formulan a la Junta de Castilla y León la
siguiente pregunta para su contestación oral ante la
Comisión de Cultura y Turismo:

ANTECEDENTES

Béjar dispone de un importante y valioso patrimonio
industrial textil, que se ve permanentemente amenazado,
en unos casos por el abandono de las naves debido a la
inactividad productiva y en otros por el atractivo que
supone su ubicación para el desarrollo urbanístico.

Estos conjuntos fabriles se encuentran recogidos e
inventariados dentro del "Plan Nacional de Patrimonio
Industrial" del año 2000, elaborado por la Dirección

General de Bellas Artes y Bienes Culturales e Instituto
del Patrimonio Histórico Español.

En cuanto a las fases de instrumentación del referido
Plan, ya se ha realizado la primera, correspondiente al
Inventario de Bienes Patrimoniales, que incluye el
Conjunto Industrial Textil de Béjar desde septiembre del
año 2003.

Como bienes patrimoniales inventariados están
amparados por la protección que les otorga la Ley
16/1985 de 25 de junio de Patrimonio Histórico Español
y la Ley 12/2002 de 11 de junio de Patrimonio Cultural
de Castilla y León, en su Título II, Capítulo I y Capítulo
III.

Uno de los elementos más singulares del patrimonio
industrial bejarano son sus chimeneas.

En la madrugada del pasado día 8 de febrero se
produjo el derribo de la chimenea integrante del conjunto
fabril textil conocido como Patricio Hernández Agero,
situado en la carretera de Ciudad Rodrigo.

Tanto la chimenea como el conjunto fabril en el que
se ubicaba están recogidos en el inventario referido y por
lo tanto tienen la consideración de bienes inventariados y
amparados por la protección que les otorga, tanto la Ley
de Patrimonio estatal, como la normativa autonómica.

Teniendo la Junta de Castilla y León la competencia
y tutela en materia de Patrimonio y por tanto siendo
veladora y responsable del cumplimiento de conser-
vación, custodia y protección para asegurar la integridad
y evitar su pérdida, destrucción o deterioro;

PREGUNTAS;

1. ¿Tiene conocimiento la Junta de Castilla y León
del derribo de la chimenea referida?

2. ¿Se ha puesto en marcha alguna investigación o
actuación encaminada a descubrir lo sucedido?

3. ¿Qué medidas adoptará la Junta para exigir las
responsabilidades que correspondan por la destrucción
de un elemento tan singular de nuestro patrimonio
industrial?

4. ¿Qué medidas adoptará el Ejecutivo Regional para
exigir la reposición de la chimenea derribada?

5. ¿Qué actuaciones pondrá en marcha la Junta de
Castilla y León para evitar que, en lo sucesivo, se
produzcan nuevos expolios en el patrimonio industrial
bejarano?

Fuensaldaña a 28 de marzo de 2006.

LOS PROCURADORES,

Fdo.: Ana María Muñoz de la Peña González

Emilio Melero Marcos

Elena Diego Castellanos

José Miguel Sánchez Estévez
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P.O.C. 944-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Fernando Benito Muñoz y Francisco Ramos Antón,
Procuradores pertenecientes al GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA de las Cortes de Castilla y
León, al amparo de lo establecido en los artículos 150 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, formula a la
Junta de Castilla y León la siguiente pregunta para su
contestación oral ante la Comisión de Presidencia y
Administración Territorial:

ANTECEDENTES

El domingo 24 de marzo, los medios de comuni-
cación informaban de una reunión que se celebrará el día
30 del mismo mes en Burgos a las que asistirán las Dipu-
taciones y Ayuntamientos de más de 15.000 habitantes
de Castilla y León, para abordar un Reglamento común
que fije los criterios que afectan a los funcionarios muni-
cipales en su sistema de provisión, horarios. y funciona-
miento. Según los organizadores la idea es “funcionar
como lo hace la iniciativa privada a través de una red de
recursos humanos que han indicado".

Se pregunta:

- ¿Cuál es la valoración que hace la Junta de Castilla
y León de este sistema y del método de regulación de la
política de personal?

Fuensaldaña a 30 de marzo de 2006.

LOS PROCURADORES,

Fdo.: Fernando Benito Muñoz

Francisco Ramos Antón

P.O.C. 945-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Begoña Núñez Díez, Francisco Ramos Antón y José
M.ª Crespo Lorenzo, Procuradores pertenecientes al
GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de las
Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido en
los artículos 159 y siguientes del Reglamento de la
Cámara, formula a la Junta de Castilla y León la
siguiente pregunta para su contestación oral ante la
Comisión de Sanidad:

ANTECEDENTES

En enero del presente año se han dejado de realizar
controles ecográficos a las embarazadas en los Centros
de Salud del Norte de la provincia de Palencia (Aguilar,
Guardo y Cervera), al no permitir los mismos medir la
translucenccia nucal en el primer trimestre del embarazo,
ni la circunferencia abdominal en el tercer trimestre del
embarazo.

Esto provoca que todas las mujeres embarazadas de
la zona norte tengan que desplazarse hasta la capital
palentina, con el trastorno, molestias y riesgo que
conlleva realizar un viaje de 200 Km.(i/v).

Por ello, se pregunta:

1º.- ¿Cuáles han sido los motivos para dejar de
realizarse los controles ecográficos en los Centros de
Salud de la zona norte de Palencia?

2º.- ¿Cuándo va a corregir la Junta de Castilla y León
esta situación y dotar de los equipos adecuados a estos
Centros de Salud?

Fuensaldaña a 3 de abril de 2006.
LOS PROCURADORES,

Fdo.: Begoña Núñez Díez
Francisco Ramos Antón
José M.ª Crespo Lorenzo
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